
Respuesta del Centro Mexicano de Derecho Ambiental A.C.
---

Cuestionario elaborado por la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos y la Comisión Interamericana de Derechos Humanos

---
Informe conjunto sobre la situación de las personas defensoras de derechos humanos en las Américas

· Nombre de la organización/institución:

Centro Mexicano de Derecho Ambiental A.C. (CEMDA)
· Contacto y correo electrónico: 

Contacto: Andrea Davide Ulisse Cerami, Gerente de Derechos Humanos del Centro Mexicano de Derecho Ambiental A.C. (CEMDA). 

Dirección: Atlixco 138, Col. Condesa, Cuauhtémoc, Ciudad de México, México.

Teléfono: 00525552863323

Correo electrónico: acerami@cemda.org.mx
· País o sub-región (indique el país o sub-región en el que trabaja)

México
· ¿Podemos atribuir públicamente estas respuestas a usted o a su institución? 

Puede atribuirla a la institución

El Centro Mexicano de Derecho Ambiental, A.C. (CEMDA) es una organización no gubernamental, apolítica y sin fines de lucro que desde hace 25 años trabaja para la defensa del medio ambiente y los recursos naturales. Somos una de las principales organizaciones de la sociedad civil ambiental en México cuyo eje fundamental de trabajo es el fortalecimiento, consolidación, armonización, aplicación y cumplimiento efectivo del sistema jurídico-ambiental vigente.

Desde 2010, se ha notado un aumento en el número de denuncias por ataques en contra de defensoras y defensores comunitarios, así como de derechos humanos de la tierra, el territorio, el medio ambiente. En ese marco, el CEMDA publica desde 2014 un informe anual sobre las agresiones a personas defensoras ambientales donde ha contabilizado 440 ataques hasta la fecha.

En ese sentido, las siguientes respuestas al cuestionario se realizaron con base en la investigación realizada y se refieren a la situación de personas defensoras de derechos humanos ambientales, que defienden el medio ambiente, de la tierra y territorio, de los recursos naturales. Con esos fines, se señalan como evidencia los siguientes informes y publicaciones del CEMDA sobre la situación de agresiones que viven las personas defensoras ambientales:
· Centro Mexicano de Derecho Ambiental A.C., Informe sobre agresiones a defensores del medio ambiente, CEMDA, 2017 Disponible en: https://www.cemda.org.mx/wp-content/uploads/2011/12/Informe-defensores-ambientales-2016.pdf 

· Centro Mexicano de Derecho Ambiental A.C., Informe sobre agresiones a defensores del medio ambiente, CEMDA, marzo 2018, Disponible en: https://www.cemda.org.mx/wp-content/uploads/2018/05/DERECHOS-HUMANOS-AMBIENTALES.pdf
· Centro Mexicano de Derecho Ambiental A.C., Situación de las personas defensoras de los derechos humanos ambientales, México, 2018, CEMDA, marzo 2019. Disponible en: https://www.cemda.org.mx/wp-content/uploads/2019/03/Informe_defensores.pdf
· Centro Mexicano de Derecho Ambiental A.C., “Prácticas emergentes en los Estados en materia de protección a personas defensoras del medio ambiente en América Latina y el Caribe”, CEMDA, 2016, México. Disponible en https://www.cemda.org.mx/wp-content/uploads/2016/11/PRACTICAS-EMERGENTES-esp.pdf 

· Situación de las defensoras y defensores de derechos humanos: 

¿Cuáles son los factores contextuales –positivos y/o negativos- que han tenido mayor impacto en la situación de las/os defensoras/es en su país y/o en la región desde 2016? 

Los principales factores contextuales que se han observado que han impactado significativamente a la situación de las personas defensoras de los derechos humanos ambientales es la ausencia del fortalecimiento del derecho al medio ambiente en México en el sentido de que la armonización legislativa es una gran necesidad para que dicha legislación cuente con un enfoque de derechos humanos y de sustentabilidad. Y de tal manera se cuenten con instrumentos de política pública ambiental que sean realmente eficaces y que en su implementación respeten los derechos humanos. Dado que México es uno de los 17 países megadiversos del mundo ocupando aproximadamente el uno por ciento de la superficie continental de la Tierra; en él se alberga alrededor de la décima parte de todas las especies conocidas, así como 68 pueblos originarios
, resulta indispensable avanzar en el reconocimiento de la complejidad biocultural en la legislación y en las políticas públicas. 

Sin embargo, las políticas de desarrollo carecen de un enfoque de derechos humanos y de sustentabilidad y México al igual que otros países de la región ha priorizado la perspectiva económica por encima del impacto ambiental de los megaproyectos, ocasionando el consumo desmedido de los recursos naturales, la destrucción ecológica, la deforestación, la erosión de suelos y del patrimonio biocultural, la desertificación, la sobreexplotación de recursos naturales y la contaminación de agua y aire. Los megaproyectos o "grandes proyectos de desarrollo" en México en su mayoría se encuentran planeados, aprobados y ubicados en áreas rurales donde se encuentra parte significativa del patrimonio biocultural del país y donde viven comunidades indígenas, campesinas y equiparables generando diversas violaciones a sus derechos humanos. Aunado a eso, la falta de información, de consultas culturalmente adecuadas y la inexistencia de acciones efectivas por parte del Estado para asegurar la compatibilidad de los proyectos de desarrollo con las poblaciones afectadas, aumentan el nivel de conflictividad en relación a los megaproyectos, causando graves problemas sociales y ambientales, violencia, inseguridad jurídica y propiciando los ataques a las personas defensoras de los derechos humanos que trabajan en ese campo. En otras palabras, el modelo monocultural referido no ha hecho más que generar violencia cultural en un país pluricultural.

En relación con la obligación de prevenir las violaciones a los derechos humanos ambientales de los megaproyectos, se debe señalar que, en México, generalmente, los impactos socioambientales de un proyecto no son evaluados de manera completa y eficaz. En primer lugar, la información sobre la cual el Estado evalúa el impacto ambiental de los proyectos es proporcionada por quien pretende desarrollar el proyecto. Asimismo, con frecuencia la autoridad ambiental no dispone de los recursos necesarios para realizar una completa evaluación de impactos del proyecto, se tolera la fragmentación indebida de los proyectos y se limita únicamente a evaluar el impacto sobre la flora y la fauna, sin verificar el riesgo para el ser humano y para el ecosistema en su conjunto. Además, la evaluación de impacto ambiental se realiza cuando el proyecto ya ha sido diseñado, concesionado y licitado, y obtenido los permisos más significativos, sin la debida información y participación de las comunidades afectadas y de la sociedad civil. 

Estas acciones y políticas del Estado denotan un patrón sistemático de violación a los derechos humanos sobretodo de las comunidades rurales y muestran la falta de importancia que se da al medio ambiente y a los recursos naturales como partes esenciales tanto para el buen vivir, identidad y desarrollo, como elemento fundamental de toda legislación y política pública. La ausencia de lo anterior ha conllevado a que se generen conflictos socioambientales que culminan en un contexto de violencia derivado de la presión económica y de inversión para implementar proyectos de desarrollo e infraestructura.

Otro de los grandes problemas son los niveles de impunidad que hacen carente el acceso al derecho a la justicia, además, de la falta de investigación y sanción de las agresiones a las que son víctima la personas defensoras del medio ambiente como el homicidio, pues hay una ausencia de la Fiscalía General de Justicia y de las Fiscalías en las entidades federativas de investigar de manera diligente los casos que han sido denunciados y de generar las líneas de investigación en las que se considere el riesgo y la labor de defensa derechos humanos de las personas víctimas de los delitos. 

Esta impunidad sobre tales delitos por las agresiones, sobre todo por los homicidios generan un mensaje permisivo a los múltiples agresores y la continuidad de la violencia la cual está siendo normalizada.

¿Cuáles son las principales causas y/o situaciones de riesgo que originan factores de violencia y vulnerabilidad contra las personas defensoras de derechos humanos?  

Los altos índices de violencia en el país
 se han incrementado en los últimos años y esto ha generado un ambiente hostil y amenazante para la defensa de los derechos humanos en México. Además, de las políticas de desarrollo que como ya se mencionó carecen de un enfoque de derechos humanos y de sustentabilidad. México al igual que otros países de la región ha priorizado la perspectiva económica por encima del impacto ambiental de los megaproyectos. 

¿Cuáles son los principales avances y puntos fuertes de su país o en la región en la protección y promoción del trabajo de las personas defensoras de derechos humanos, y cuáles son los principales retrocesos y retos/desafíos? 

En el año 2012 se creó el Mecanismo de Protección para las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas (en adelante el Mecanismo) cuya operación y funcionamiento se establece en la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, publicada el 25 de junio de 2012. Al respecto, cabe señalar que organizaciones de la sociedad civil han señalado diversas deficiencias en el funcionamiento del Mecanismo, entre ellas se menciona la ausencia de respuesta frente a la estigmatización o la criminalización, la falta de implementación de medidas de protección que atiendan los distintos impactos, en las distintas esferas y niveles, que generan las agresiones a las personas defensoras de derechos humanos y periodistas; así como la falta de implementación de medidas colectivas a personas defensoras de los derechos humanos ambientales que incluyan una perspectiva de género y que sean culturalmente adecuadas
. 

Por otra parte, es sumamente relevante que las autoridades en sus distintos niveles de gobierno y competencias, en coordinación con el Mecanismo, atiendan el fondo de la situación de los conflictos socioambientales en donde se vulneran derechos humanos, además de relacionarse con contextos de inseguridad y violencia. Es decir, es necesario que se atiendan las causas de fondo y se trabaje en políticas públicas integrales de protección que implementen medidas efectivas de prevención de los conflictos socioambientales en el contexto de megaproyectos de desarrollo. 

Para ello es de suma importancia que el Estado mexicano ratifique el Acuerdo de Escazú ya que representa un instrumento regional de gran relevancia por contener los estándares más progresistas en materia de derechos de acceso en materia ambiental; también se ha posicionado como uno de los instrumentos para prevenir el aumento de conflictos socioambientales en América Latina pues ha incluido el tema de protección para las personas defensoras de los derechos humanos ambientales.

¿Qué se debería cambiar para contribuir a un ambiente seguro y propicio para la defensa de los derechos humanos?

Es necesaria una voluntad política en generar una política pública de protección a personas defensoras de los derechos humanos en la cual se contemple las necesidades de cada grupo como son las personas y colectividades que defiende en el medio ambiente, la tierra y el territorio ya que este grupo en particular es muy diverso y se encuentra en una situación alta de riesgo por los intereses económicos que cuestiona y confronta, por ejemplo en el tema de proyectos de infraestructura y desarrollo.

Fortalecer los derechos sustantivos como los derechos de acceso en materia ambiental es fundamental, por lo que la ratificación de Acuerdo de Escazú para los países de la región es de vital importancia para generar un ambiente propicio en la garantía del derecho al medio ambiente y de los derechos colectivos de comunidades indígenas. En segundo lugar, reconocer en el discurso, es decir no estigmatizar la defensa ambiental por parte de los funcionarios públicos, y en la práctica al no criminalizar dichas acciones bajo la ley penal ni ningún otro ordenamiento jurídico.

¿Cuáles son las principales preocupaciones y desafíos que enfrentan las/os defensoras/es en materia de protección cuando realizan actividades tanto en la esfera pública como en la privada, incluso a través de medios digitales? 

En el 2018, la situación de violencia extrema para las personas defensoras de los derechos humanos ambientales en México continúa. Se identificaron 49 casos de agresiones a personas defensoras ambientales, en los cuales se encontraron los asesinatos de 21 personas defensoras del medio ambiente. Estos homicidios representan la principal agresión cometida y casi un cuarto de todas las agresiones registradas en 2018. A pesar de esta situación, el Estado mexicano no sólo sigue sin tomar medidas contundentes para resolver esta problemática. Del 36% de los  49 ataques registrados fueron cometidos presuntamente por agentes gubernamentales
. 

Las defensoras y los defensores de los derechos humanos ambientales además de enfrentar grandes intereses económicos tienen que enfrentar la violencia que ello desencadena con el objetivo de inhibir sus actividades. Lo cual tiene como consecuencia el desgaste psicoemocional, así como la ruptura del tejido comunitario, el empeoramiento económico, y lo impactos de la falta de acceso a la justicia y de las agresiones pues su situación de riesgo, en muchos casos aumenta y vemos como la violencia escala de amenazas a agresiones físicas hasta el asesinato.
· Defensores/as en mayor situación de riesgo:

¿Cuáles son los grupos o sectores de personas defensoras en mayor situación de riesgo? Por favor, explique la diferente naturaleza de los riesgos a los que se enfrentan las mujeres defensoras, integrantes de pueblos indígenas, afrodescendientes y otros grupos. 

A principios del 2018, el Relator de Naciones Unidas sobre la situación de los defensores de derechos humanos publicó su informe de la visita a México, donde señaló diversas agresiones que sufren las personas defensoras ambientales, expresando, por ejemplo, que las más criminalizadas suelen ser especialmente las personas activistas indígenas y ambientalistas, cuya labor está relacionada con proyectos a gran escala de minería, energía e infraestructura
.

· Agresiones y restricciones:
¿Cuáles son las cifras más actualizadas de agresiones y restricciones contra defensoras/es en el país o región? Por favor, señale la fuente de información e indique el periodo que abarca. 

Desde el Centro Mexicano de Derecho Ambiental (CEMDA) se ha documentado ataques y agresiones a personas defensoras de los derechos humanos ambientales, desde el 2010, la organización ha llevado un registro continuo de estos casos de esta manera desde el 2010 a julio de 2016 se han registrado 303 casos de ataques. Durante el año 2016 (julio de 2015 a junio de 2016) se registraron 63 casos de ataques a personas defensoras, de los cuales 34 ataques se identificaron contra personas defensoras del medio ambiente
.

Esta labor de documentación ha continuado durante el año 2017 y se identificaron 88 casos de ataques a personas defensoras
. Por último durante el año 2018 se observaron 49 casos de ataques a personas defensoras del medio ambiente, los cuales se suman a un total de 391 casos de agresiones que se registraron desde el comienzo de la investigación, en detrimento de las personas defensoras de los derechos del medio ambiente en México
.

¿Cuáles son los principales tipos de agresiones y restricciones contra defensoras/es en el país o región? ¿Ve algún cambio desde 2016? Si es posible, identifique si hay algún área geográfica que deba ser resaltada.

De igual forma el CEMDA documenta los tipos de agresiones que sufren las personas defensoras de derechos humanos ambientales. 

Durante el 2016 de los 63 casos de ataques en contra de las personas defensoras de derechos humanos ambientales, registrados en este periodo, se cometieron 86 agresiones puesto que se documentó que en algunos casos se cometió más de un tipo de agresión. Las agresiones más recurrentes fueron las amenazas las cuales representaron un 24%, seguidas de la intimidación con un 19%, la criminalización en un 18% y las agresiones físicas se presentaron en un 15%. Otras agresiones registradas fueron el hostigamiento con un 11%, la difamación con 6%, la privación ilegal de la libertad, el desalojo forzoso, el allanamiento y robo en un 2% cada uno
. 

Durante el año 2017 se registrados 110 agresiones, las más recurrentes fueron las agresiones físicas que representaron un 18%, seguida de la criminalización con un 16%, y el homicidio que aumento de manera significativa y preocupante a un 15%. Le siguen el hostigamiento y la intimidación con un 13% cada una, además se registró a las amenazas con un 8% la difamación con un 6%, la privación ilegal de la libertad con un 5%, el allanamiento y robo con un 3% y el desalojo forzoso también con un 3%. Cabe señalar que los datos muestran, respecto al informe anterior, que las agresiones en este periodo han sido mucho más violentas hacia la labor de las personas defensoras pues aumento el número de agresiones físicas, homicidio y criminalización frente a las amenazas como una agresión que era recurrente para inhibir la labor de la defensa. Sin duda durante ese periodo preocupo el nivel de violencia en el país y los asesinatos en los ataques a las personas defensoras de los derechos humanos ambientales
.  

Por último, durante el informe de 2018 del CEMDA de los 49 ataques registrados a personas defensoras del medio ambiente, en 16 de ellos ocurrió el homicidio, representado el 25% del total de ataques registrados. De estos 16 se identificó a 21 personas asesinadas, con frecuencia señalando una posible relación por defender su tierra y territorio. En algunos casos, cuando ocurrió homicidio, previamente existieron criminalización, agresiones físicas y amenazas. Posteriormente, el tipo de agresión más frecuente durante el año 2018 fue la criminalización, ubicándose 12 casos de criminalización, lo cual representa el 19% del total. A continuación, siguen, como agresiones más frecuentes, las físicas y las amenazas con 11 casos cada una (representando 17% respectivamente). En seguida, se registraron 7 casos de intimidación y 4 de hostigamiento, representado 11% y el 6% respectivamente. Es necesario tener en cuenta que en algunos de los ataques se cometió más de un tipo de agresión. Finalmente, en menor porcentaje se encuentra la privación ilegal de la libertad, con 2 casos, representando el 3%, y el allanamiento con un caso. Durante este periodo las restricciones más más frecuentes fueron el homicidio, seguido de la criminalización y las agresiones físicas y amenazas
. 

¿Podría identificar uno o varios patrones en el tipo de agresores/perpetradores? ¿Son éstos actores estatales o no estatales? 

Así mismo durante los informes anuales de registro de agresiones a personas defensoras del CEMDA durante los años 2016, 2017 y 2018 se identificó lo siguiente sobre patrones de agresores y algunos que se pudieron identificar:

Las agresiones cometidas contra las personas defensoras han sido identificadas las siguientes: autoridades del Estado a nivel municipal, estatal y federal, pero también los agresores pueden ser personal de las empresas que promueven los proyectos de desarrollo e infraestructura y que con violencia defienden sus intereses económicos frente a la oposición de las comunidades ante dichos proyectos. Durante el periodo de 2016 de los 63 casos identificados que el 43% provienen de autoridades del Estado mexicano de los distintos órdenes de gobierno; sin embargo, en el 31% de los casos, el agresor no fue identificado, mientras que el 14% las agresiones fueron cometidas por particulares; el 7% de las agresiones fue cometido por parte del personal de las empresas; el 3% por parte de la gente de la misma comunidad y el 2% por grupos del crimen organizado. En el caso de agresiones provenientes de una autoridad, se observó que en el 56% de los casos los autores estatales, 22% autoridades municipales y 22% autoridades federales
.

Además, durante el periodo de 2017 se identificó que el 16% de las agresiones provienen de autoridades del Estado mexicano de los distintos órdenes de gobierno, el 16% se encontró que provienen de personas de la misma u otra comunidad, el 15% de actores no identificados, el 14% de los particulares, el 10% de personal de las empresas y el 9% del crimen organizado. Nuevamente en este informe se encontró que la mayoría de los ataques fueron cometidos por el Estado mexicano y en estos se observó que en el 57% de los casos las autoridades fueron autoridades estatales, 26% autoridades municipales y 17% autoridades federales
.

Por último, en el periodo del informe de 2018 se identificó nuevamente al Estado como el principal agresor, de los 49 ataques observados, el Estado se vio involucrado en 19 casos, lo que representa igualmente el 36% del total. Asimismo, no se identificó al sujeto agresor en otros 19 casos. Cuatro de las agresiones (8% de los ataques), presuntamente procedieron de las empresas y, el mismo número de casos, presuntamente de personas de la misma comunidad. También se identificaron 4 casos de agresiones presuntamente perpetradas por particulares y 2 presuntamente por el crimen organizado. En el desglose del mayor agresor que fue el Estado mexicano, según sus instituciones el 54 % los agresores son autoridades estatales, el 25% presuntamente autoridades municipales y el 21% presuntamente autoridades federales, aunque en ocasiones en un mismo ataque se ha señalado la participación de autoridades de distintos niveles
.

¿Cuáles son las consecuencias y el impacto de las agresiones y restricciones a nivel individual y colectivo (tanto en el ámbito del espacio organizativo como en espacios sociales más amplios)? 

México es un país altamente peligroso para ejercer la labor de la defensa de los derechos humanos y ambientales: existe un riesgo para quienes protegen estos derechos, como ha quedado visibilizado por los informes que realiza el CEMDA sobre la situación de ataques a las personas defensoras y diversas comunidades campesinas y/o indígenas, organizaciones de la sociedad civil y movimientos sociales.

Como una de las consecuencias de las agresiones más comunes son dirigidas a personas en lo individual, generalmente en contra los principales líderes y autoridades con responsabilidades importantes en la defensa de los derechos de su comunidad, esto como forma de debilitar e intimidar a los movimientos o resistencias civiles de derechos humanos ambientales.

¿Qué tipos de agresiones afectan especialmente a mujeres defensoras (en ámbitos urbanos y rurales, integrantes de comunidades indígenas y afrodescendientes, y otros grupos)?

Ser mujer defensora de derechos humanos ambientales en México
 implica no sólo enfrentar la agresividad de los intereses que amenazan al territorio y a los recursos naturales, sino también enfrentarse a un contexto de desigualdad preexistente por ser mujer, muchas veces campesina y/o indígena. Ante el desarrollo de grandes proyectos de inversión, muchas mujeres se han organizado para defender su tierra y territorio, puesto que han tenido que enfrentar los impactos y consecuencias de dichos proyectos, como son la pérdida del territorio y la contaminación de los bienes naturales, además de tener mayores probabilidades de padecer problemas de salud debido a los altos índices de contaminación
. 

Las mujeres defensoras de los derechos humanos ambientales se enfrentan a varios tipos de violencia. En primer lugar, se enfrentan a una violencia derivada de combatir los intereses de actores económicos y políticos poderosos y defender concepciones distintas al desarrollo hegemónico y en segundo lugar, padecen la situación de violencia generalizada y de violaciones graves a los derechos humanos que enfrenta México
, lo cual resulta más violento para las mujeres
. Además, para una mejor defensora los agresores se pueden dar en muchos ámbitos de su vida como el gobierno, las empresas, el crimen organizado, la comunidad y en algunas ocasiones su círculo familiar.

La violencia específica que sufren las mujeres consiste en actos de acoso, tocamientos, violación sexual, en muchas ocasiones por las propias fuerzas de seguridad, campañas de desprestigio a su honor, calumnias, insultos como “puta” o “bruja”, difamaciones, utilizando elementos de la vida íntima para desacreditar su labor y amenazas dirigidas a sus hijos o hijas o miembros de su familia. En ocasiones la vía que se utiliza para realizar campañas de desprestigio o las amenazas son las redes sociales, ya que realizan montajes o crean rumores de carácter sexual, denigrando su imagen. Uno de los ejemplos de mensajes recibidos ha sido “violen como castigo”. El objetivo de esta frase es desincentivar a las mujeres a que no se expresen y a que no continúen con su labor de defensa.

Este tipo de violencia tiene especial significado porque, además de que el agresor hacia las defensoras puede ser el Estado, la empresa o grupos criminales, también reciben esta violencia por parte del movimiento, la organización y la propia familia, corriendo el riesgo de ser excluidas y aisladas por todas estas campañas difamatorias. En el registro Mesoamericano indican que el 5% de los casos de violencia que se producen contra defensoras responden a este tipo de espacios como la familia, el movimiento o la organización. Además, pueden recibir violencia también por parte de la iglesia o grupos conservadores, por considerar que las mujeres no están cumpliendo con las asignaciones que le corresponden a su género. Este hecho constata que la violencia que recibe la mujer puede ser perpetrada por parte de agentes estatales o no estatales, sin distinciones. La utilización de la violencia por parte de cualquiera de los actores, manda un doble mensaje a las mujeres, porque, por un lado, tratan de bloquear la lucha que realizan y, por otro, deslegitimar su participación política.

Normalmente, la violencia ejercida por parte del movimiento o de la familia permanece invisibilizada ya que, si activan la denuncia, automáticamente son expuestas a una campaña de difamación y señalamiento, donde las culpabilizan de toda la violencia que se ejerce contra ellas, por no cumplir con el rol de mujer que les corresponde socialmente y por tomar el espacio político y social. Además, tienen miedo a las represalias, a ser juzgadas y a no ser tomadas en serio. En otras ocasiones no denuncian también por el papel que juegan otros factores como las barreras de la lengua, de la cultura o la distancia al lugar para denunciar, por lo que se mantiene el ciclo de invisibilización de la violencia y los obstáculos para el acceso a la justicia.

Es importante destacar que los funcionarios públicos muchas veces estigmatizan a una mujer cuando acude a denunciar. Los funcionarios suelen tener un importante cúmulo de prejuicios contra las mujeres, a las que se añade la discriminación por el color de la piel o la condición social, menospreciando a la víctima. La consecuencia es que la víctima se puede encontrar en una absoluta desprotección por parte del Estado, el cual tiene la obligación de protección, lo que disminuye las herramientas de respuesta que tienen las mujeres ante la violencia y las coloca en una situación de vulnerabilidad y revictimización. La impunidad sobre toda esta violencia que reciben las defensoras de derechos humanos, así como la cantidad de obstáculos que tienen que enfrentar en la labor de defensa, será el motor para que continúen las agresiones en su contra.
· Garantías para el libre ejercicio de la defensa de los derechos humanos:
¿Ha identificado como un problema existente en su país o en la región el uso indebido del derecho penal con el fin de criminalizar a defensoras y defensores de derechos humanos por su actividad? De ser así, indique en qué contextos ocurriría, qué actores intervienen, y cuáles serían las causas principales o los factores que la generan.

El uso indebido del sistema penal sobre personas defensoras del medio ambiente por parte del Estado mexicano desgraciadamente ha sido una constante en el registro de casos llevado a cabo por el CEMDA.

Desde 2013 hasta diciembre de 2017 se han registrado por parte del CEMDA, por lo menos 95 casos de criminalización de personas defensoras ambientales.  En el contexto de agresiones a personas defensoras de los derechos humanos ambientales, se ha visto que la criminalización es una de las principales agresiones que se cometen en su contra por parte de diversos actores, quienes tienen un interés particular en la implementación de proyectos de desarrollo e infraestructura en los territorios. 

A lo largo de los años se ha observado cómo muchas de estas agresiones tienen el propósito de debilitar las acciones de promoción y defensa de los derechos humanos ambientales que realizan las personas defensoras en relación con conflictos territoriales, sociales y ambientales ocasionados por el diseño e instalación de megaproyectos de desarrollo por parte de empresas o de dependencias del Estado mexicano. Muchas veces, la criminalización de una o varias personas de comunidades indígenas y campesinas es parte de una estrategia que contempla otras acciones como por ejemplo campañas mediáticas y sociales de desprestigio, y donde intervienen diversos tipos de actores, interesados en la instalación del megaproyecto.  

Cuando en los países que se catalogan como democráticos, las instituciones y las leyes no garantizan ni protegen los derechos humanos de sus habitantes, aplicándose la ley de forma discriminatoria y utilizando la vía de la represión, lo que está predominando es una violencia estructural legalizada, donde las personas defensoras tienen mayor probabilidad de sufrir más abusos y amenazas cuando desarrollan sus actividades. Esta situación es más probable que suceda cuando el país tiene un contexto de gran desigualdad social y económica, donde los sistemas políticos y de justicia son débiles, corruptibles, con altos niveles de impunidad y son ampliamente permeables por los poderes fácticos.

Las características citadas son un reflejo de lo que ocurre en México, siendo estas estructuras sociales injustas sostenidas por las grandes empresas y corporaciones, la delincuencia organizada, los caciques y los actores gubernamentales. Por ello, los actos de expresión que tengan el propósito de promover los derechos humanos ambientales, realizar un cambio social y exigir justicia, se enfrentan constantemente a oposiciones y bloqueos que afectan los derechos humanos de las personas defensoras.

La descalificación y la falta de reconocimiento de la labor de las personas defensoras de derechos humanos, la represión policial y el cierre de los canales institucionales para dialogar, son algunas de las estrategias utilizadas. Sin embargo, existen otro tipo de estrategias que dejan a las personas en un estado mayor de vulnerabilidad y riesgo, como son la falta de investigación de los delitos cometidos contra las personas defensoras, la ineficiencia de medidas de protección cuando estas personas son amenazadas, así como el uso indebido del derecho penal para criminalizar su labor de defensa y promoción de los derechos humanos. En este caso, las policías y el sistema de justicia penal reaccionan de manera efectiva en contra de grupos sociales determinados que se encuentran en una situación de discriminación, pobreza y marginación. Desgraciadamente, instituciones cómo las fiscalías y las policías son quienes llevan a cabo estos actos de criminalización consistentes en detenciones arbitrarias, violaciones al derecho del debido proceso y del principio de presunción de inocencia contra personas defensoras de derechos humanos, sin observar que las conductas que se pretenden calificar como delictivas son acciones que se enmarcan en la defensa de derechos humanos y del derecho a la protesta y de la libertad de expresión. Los actos de criminalización se cometen principalmente contra personas que tienen un liderazgo y/o una participación clave o activa en los procesos de organización comunitaria para la defensa del territorio y sus derechos ambientales.

Así lo afirmó el Relator para los derechos y libertades fundamentales de los pueblos indígenas en su visita a México, indicando que ha observado que existe una aplicación desigual de la justicia que afecta a la debida diligencia en las denuncias interpuestas por personas defensoras de los derechos humanos. Por el contrario, los delitos por los cuales son acusadas e investigadas las personas defensoras por las fiscalías y procuradurías, tanto a nivel federal como local, han avanzado en muchas ocasiones, logrando la privación de la libertad de las personas defensoras en el proceso, lo cual contrariamente no se observa en la investigación de los delitos en general.

En muchos casos se han señalado diversas irregularidades y violaciones a los derechos humanos en las investigaciones iniciadas contra las personas defensoras, como la comisión de detenciones arbitrarias, la participación activa de militares en las detenciones por delitos penales, el hostigamiento judicial, el doble juzgamiento, la fabricación de cargos y las condiciones inhumanas de detención. Ello tiene como consecuencia que las personas defensoras se encuentren en una grave situación de riesgo e indefensión, puesto que se hace un uso indebido del sistema penal con el propósito de amedrentar a las personas defensoras ambientales. La Comisión Interamericana de Derechos Humanos (en adelante la CIDH) ha indicado que a esta situación de riesgo se le suma la existencia de ciertos grupos de personas que se encuentran en una situación de vulnerabilidad para ser criminalizados, entre ellos se ubican las personas campesinas, indígenas y afro-descendientes cuando defienden los derechos de la tierra, el territorio, los recursos naturales y el medio ambiente.

No obstante, no hay que olvidar que las mujeres defensoras están expuestas a mayores niveles de violencia. Habitualmente, las agresiones en su contra utilizan elementos de su vida privada para desacreditar el trabajo que realizan. Estas acciones pueden ser llevadas a cabo por autoridades, crimen organizado, empresas o personas pertenecientes a su propia comunidad, organización de lucha o familia.

Concretamente, cuando se produce la criminalización contra mujeres defensoras, éstas son víctimas de varios tipos de prejuicios, sucediendo en la práctica que las autoridades estigmatizan a la mujer defensora que es criminalizada. Las autoridades desacreditan y menosprecian a la mujer defensora, poniendo en duda la validez de su testimonio y la gravedad de los hechos y la acusan de tipos penales que tienen que ver con la moral.

De esta forma, las defensoras se encuentran en una total desprotección por parte del Estado que además tiene el deber de protegerlas, estando las mujeres en una situación de mayor vulnerabilidad y en una sociedad donde suelen ser revictimizadas. En muchos casos, la criminalización de las mujeres defensoras es usada como estrategia para atacar la dignidad o el honor del movimiento, utilizando su cuerpo como terreno que pertenece al enemigo para conquistarlo, no siendo importante el dolor directo que se le inflige a la mujer de manera individual, sino como un símbolo del ataque al colectivo. Criminalizar a las mujeres defensoras implica además disminuir sus posibilidades para participar en la toma de decisiones colectivas respecto de la defensa de derechos humanos ambientales.

Si es el caso, ¿Bajo qué delitos se alega acusaciones infundadas a defensoras y defensores? De ser posible, proporcione ejemplos.

En varios casos, en México se han criminalizado personas defensoras ambientales con el uso de tipos penales comunes, como por ejemplo el robo de vehículo o el delito de secuestro
. A veces se han identificado denuncias penales en contra de personas defensoras basadas en hechos manipulados e injustificados; éstas normalmente no cuentan con ningún tipo de sustento para acusar a la persona defensora. En ocasiones, estas denuncias están asociadas a que las investigaciones penales y las medidas preventivas de privación de libertad se alarguen provocando el aumento del nivel de angustia, miedo e incertidumbre de la persona defensora, además de mermar la defensa y la organización comunitaria. El hecho de que las conductas tipificadas sean de amplio alcance, permite que los operadores de justicia realicen interpretaciones extralimitadas y aplicaciones arbitrarias de las normas con el resultado de criminalizar a las personas defensoras de derechos humanos.

Al respecto, la CIDH ha indicado que, en muchas ocasiones, son las empresas privadas las que presentan las denuncias sin fundamento o realizan las campañas de desprestigio contra las personas defensoras y concretan alianzas con militares y policías para conseguir estas detenciones. También se ha señalado que algunas empresas privadas habían proporcionado información falsa al Estado que dio lugar al enjuiciamiento y condena de varias personas defensoras de derechos humanos, incumpliendo así la empresa con los principios rectores sobre empresas y derechos humanos de Naciones Unidas y la Declaración sobre los Defensores de Derechos Humanos.

En este momento de la criminalización se producen también las detenciones y arrestos que derivan de una orden judicial y/o ministerial o de una situación de supuesta flagrancia, que puede conllevar o no a sujetar a una investigación o a un proceso judicial. Varias veces se han dictado medidas de prisión preventiva de manera indiscriminada a pesar de que ésta sólo se debería poder dictar por parte del juez si existe peligro de fuga, de obstaculización de la investigación, de riesgo para la víctima o los testigos; sin embargo, a menudo se les aplica a las personas defensoras sin que se encuentren en ninguno de estos supuestos, y en otras ocasiones, negando el acceso a medidas alternativas a la prisión preventiva o imponiendo garantías económicas inaccesibles.

En muchos casos, a pesar de la insuficiencia de evidencias, las autoridades competentes vinculan a las personas a largos procesos judiciales. Es habitual que esta criminalización vaya acompañada de declaraciones estigmatizantes por parte de funcionarios públicos, previas al proceso penal, en contra de las personas defensoras. Este proceso puede terminar con la sentencia y el posible cumplimiento de una condena; al respecto, la Relatoría de Naciones Unidas sobre la situación de los defensores ha identificado entre los delitos que regularmente se les imputa a las personas defensoras, los de sabotaje, rebelión, terrorismo, obstrucción de obra pública, asociación ilícita, intimidación, apología del delito, secuestro, perturbación del orden público, delincuencia organizada y amenaza a la seguridad del Estado. Todas estas agresiones consistentes en la criminalización tienen el propósito de impedir, inhibir, controlar, paralizar o castigar el ejercicio del derecho a defender y promover los derechos humanos

· Acceso a justicia y reparación: 
¿Podría aportar información sobre el estado de investigaciones de delitos cometidos contra personas defensoras de derechos humanos? 

A principios del 2018, el Relator de Naciones Unidas sobre la situación de los defensores de derechos humanos publicó su informe de la visita a México, donde señaló  que México tiene un problema de impunidad generalizada y persistente, puesto que el 98% de los delitos cometidos contra las personas defensoras quedaban sin resolver
.
Cabe señalar que, recientemente, el estado de Chihuahua ha señalado públicamente la detención de dos presuntos responsables del homicidio de Julián Carrillo
: el caso se detallará en las sucesivas preguntas. Asimismo, el 12 de febrero de 2019 se dictó sentencia condenatoria por el homicidio del defensor ambiental y del territorio Isidro Baldenegro convirtiéndose en el primer caso en judicializarse y obtener una sentencia condenatoria en el estado de Chihuahua
. 

A pesar de esta situación, las investigaciones exhaustivas y diligentes de las agresiones cometidas contra las personas defensoras de derechos humanos y periodistas son, sin duda, una deuda del Estado mexicano, vistos también los altos índices de impunidad. Asimismo, aún está pendiente la aprobación de un Protocolo Homologado para la investigación de delitos cometidos contras personas defensoras de derechos humanos que realmente sea una herramienta efectiva para la investigación y sanción de estos casos
. 
· Acciones preventivas y reactivas a las agresiones contra defensoras/es:
¿Qué medidas, normas, leyes, políticas y mecanismos han incidido positiva o negativamente en generar contextos seguros para defensoras/es de derechos humanos? ¿Conoce casos que puedan ejemplificar lo indicado?

Es sumamente relevante que las autoridades del Estado atiendan el fondo de la situación de los conflictos socioambientales en donde se vulneran derechos humanos, además de relacionarse con contextos de inseguridad y violencia. Es decir, es necesario que se atiendan las causas de fondo y se trabaje en políticas públicas integrales de protección que implementen medidas efectivas de prevención de los conflictos socioambientales en el contexto de megaproyectos de desarrollo. Al respecto, es importante resaltar que las herramientas de participación en materia ambiental y garantizar los derechos indígenas han sido señaladas como medidas para prevenir estos conflictos y, por ende, evitar las agresiones a las personas defensoras de derechos humanos
. 

Incluya una evaluación sobre los mecanismos nacionales de protección a defensoras/es, si el país en el que se enfoca cuenta con estos mecanismos. ¿Cuál ha sido su alcance real y eficacia? Por favor, señale las razones para dicha valoración.

En el año 2012 se creó en México el Mecanismo de Protección para las Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas (en adelante el Mecanismo) cuya operación y funcionamiento se establece en la Ley para la Protección de Personas Defensoras de Derechos Humanos y Periodistas, publicada el 25 de junio de 2012. 

Sin embargo, es evidente el subregistro de casos de agresiones a personas defensoras ambientales, por parte del Estado mexicano. Mientras, el CEMDA registraba casi 50 ataques en un año, de acuerdo con información del Mecanismo, de diciembre de 2017 a noviembre de 2018 se mencionan solamente 7 casos de agresiones sufridas por las personas defensoras del medio ambiente, las cuales se cometieron en los estados de Morelos; Baja California; Puebla y Oaxaca, correspondiendo a 15 personas beneficiarias. En eso 7 casos, la mayoría de las agresiones a personas defensoras del medio ambiente son principalmente amenazas relacionadas con casos de minería e hidroeléctricas, así como que la mayoría de los ataques provienen de autoridades estatales. Asimismo, la información señalada muestra cómo también el Estado registra agresiones a personas defensoras ambientales por parte de empresas o su personal
. 

Al respecto, cabe señalar que organizaciones de la sociedad civil han señalado diversas deficiencias en el funcionamiento del Mecanismo, entre ellas se menciona la ausencia de respuesta frente a la estigmatización o la criminalización, la falta de implementación de medidas de protección que atiendan los distintos impactos, en las distintas esferas y niveles, que generan las agresiones a las personas defensoras de derechos humanos y periodistas; así como la falta de implementación de medidas colectivas a personas defensoras de los derechos humanos ambientales que incluyan una perspectiva de género y que sean culturalmente adecuadas. Otro aspecto señalado ha sido la deficiente coordinación de las autoridades locales para que éstas lleven a cabo el cumplimiento de la medida de protección y reconozcan la labor de las personas defensoras en las entidades, pues es a nivel local donde dichas personas realizan su labor y en donde se encuentra la situación de riesgo que pone en peligro su vida e integridad personal
. 
Por otra parte, es sumamente relevante que las autoridades en sus distintos niveles de gobierno y competencias, en coordinación con el Mecanismo, atiendan el fondo de la situación de los conflictos socioambientales en donde se vulneran derechos humanos, además de relacionarse con contextos de inseguridad y violencia. Es decir, es necesario que se atiendan las causas de fondo y se trabaje en políticas públicas integrales de protección que implementen medidas efectivas de prevención de los conflictos socioambientales en el contexto de megaproyectos de desarrollo. Al respecto, es importante resaltar que las herramientas de participación en materia ambiental y garantizar los derechos indígenas han sido señaladas como medidas para prevenir estos conflictos y, por ende, evitar las agresiones a las personas defensoras de derechos humanos
. 
Además, la actual concepción de protección individualizada por parte del Mecanismo debe mudar a una protección que abarque las dimensiones colectivas de la labor de defensa de los derechos humanos, la cual tiene una dimensión social y colectiva por lo que se deben generar estrategias, medidas y acciones para proteger un actor colectivo, como las comunidades y grupos que defienden los derechos humanos ambientales, y a sus integrantes. Incluir la protección colectiva implica un cambio de enfoque cuyo objetivo es brindar una respuesta de protección integral y sostenible que alcance a todas las personas defensoras de derechos humanos amenazadas. Lo anterior se logrará favoreciendo un entorno propicio para el derecho a defender los derechos humanos. La estrategia de una protección colectiva se basa en: a) mejorar la capacidad del grupo o comunidad para responder a riesgos y abordar amenazas y; b) asegurar que el grupo o comunidad pueda defender los derechos sin temor a sufrir amenazas, represalias o ataques
.

En consecuencia, el Mecanismo debe replantear el modelo de protección individualizada ya que no está funcionando para proteger a las personas beneficiarias y esto puede ponerlas en una mayor situación de riesgo. Tal es el caso del defensor Julián Carrillo, asesinado el 24 de octubre de 2018 por hombres armados que entraron a la comunidad de Coloradas de la Virgen. Julián Carrillo había sido previamente víctima de amenazas y hostigamiento con relación a su labor de defensa del territorio del pueblo indígena raramurí invadido por personas ajenas a la comunidad. Al menos cinco miembros de su familia habían sido asesinados en los últimos años. Cabe señalar que Julián era beneficiario desde el 2014 de medidas de protección brindadas por el Mecanismo; sin embargo, dichas medidas no fueron efectivas para prevenir su asesinato. Éste es un grave ejemplo de que las medidas del Mecanismo son insuficientes e inadecuadas por no corresponder al riesgo en el que se sitúan las personas, además de la falta de una perspectiva integral de protección que contemple las cuestiones colectivas, culturales y de género; ello aunado a la articulación de otro tipo de medidas, pues en casos como éste, tienen una particularidad derivada de un contexto específico donde confluyen los altos índices de marginación y pobreza, la violencia, la presencia del crimen organizado y la ausencia de las autoridades municipales y estatales, así como el olvido de las autoridades federales
. 
En este contexto, el conflicto territorial persiste sin que se generen medidas para resolverlo y se eviten nuevos conflictos, ya que para ello es esencial garantizar los derechos colectivos de los pueblos indígenas como son el derecho al territorio en lo que se refiere a reconocer la titularidad y propiedad del territorio ancestral rarámuri para permitir su uso y goce del mismo
.

Sobre este último punto, acciones como el Plan de Prevención para el Estado Chihuahua que comenzó en 2016, conocido como Alerta Temprana tampoco ha sido eficaz para resolver las causas estructurales de la violencia en Chihuahua. Amnistía Internacional, organización que ha documentado el caso de Julián Carrillo, señaló que es necesario que se materialicen los “compromisos políticos y acciones concretas que promuevan un cambio estructural que permita a las personas defensoras de derechos humanos ejercer su labor en un entorno seguro y propicio, sin miedo a sufrir represalias” 
. 
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